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Desafíos globales, soluciones regionales: 
América Latina y el Caribe frente  
a la crisis climática y de biodiversidad

El clima del planeta está cambiando y la diversidad biológica está disminuyendo  
a un ritmo acelerado. Ambos fenómenos suponen importantes amenazas para  
la humanidad, pero son precisamente las actividades humanas las responsables 
de esta crisis. 

En los dos últimos siglos, el crecimiento económico 
ha posibilitado mejorar las condiciones de vida de 
la población mundial. Sin embargo, ese progreso ha 
implicado un consumo creciente de energía fósil, 
cambios drásticos en el uso del suelo y la sobreexplo-
tación de los recursos naturales, con consecuencias 
nefastas para la vida en la Tierra.

Si bien su responsabilidad histórica en la actual 
situación ambiental y climática es menor que la de 

otras partes del mundo, América Latina y el Caribe 
no es ajena a estos fenómenos. La región enfrenta 
muchos desafíos, que van más allá de esta crisis 
ambiental, pero también tiene oportunidades para 
preservar su riqueza natural, adaptarse y contribuir 
a la mitigación del cambio climático con políticas 
que, simultáneamente, contribuyan a un desarrollo 
económico más sostenible e inclusivo.

Conceptos clave

¿Qué es el cambio climático?

El cambio climático es un cambio persistente en la 
distribución de variables climáticas como la tempe-
ratura, el viento o las precipitaciones. En la actuali-
dad, el clima está cambiando como resultado de la 
acción humana. Uno de los cambios más notables es 
el aumento de la temperatura media de la superficie 
del planeta, que durante la década de 2011-2020 

fue 1,1°C más alta que en la época preindustrial 
(1850-1900). Otros cambios son la mayor variabilidad 
de los patrones de precipitación, el aumento del 
nivel, la acidez y la temperatura de los océanos, y la 
mayor frecuencia e intensidad de las inundaciones y 
sequías, las olas de calor y otros eventos meteoroló-
gicos extremos (IPCC, 2021).
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¿Qué son los ecosistemas y la biodiversidad?

Un ecosistema es un “complejo dinámico de comuni-
dades vegetales, animales y de microorganismos y su 
medio no viviente que interactúan como una unidad 
funcional” (CDB, 1992). La definición de un ecosiste-
ma específico depende de la pregunta de interés y, 
por lo tanto, su escala puede variar considerablemen-
te. Por ejemplo, toda la biósfera del planeta forma un 
gran ecosistema, que contiene múltiples ecosistemas 
de diversos niveles. 

La biodiversidad se refiere a la diversidad de la vida en 
todas sus formas, incluyendo a la variedad de genes 
y especies que alberga un ecosistema, así como a 
la variedad de ecosistemas. La biodiversidad es una 
dimensión crucial tanto del estado de los ecosistemas, 
como de su resiliencia ante perturbaciones externas. 

¿Cuál es la relación entre el cambio climático, 
los ecosistemas y la actividad humana?

El cambio climático se relaciona estrechamente con 
los ecosistemas y la biodiversidad; a su vez, estos se 
vinculan directamente con la acción humana (figura 1). 
El clima del planeta está cambiando como consecuen-
cia de la acumulación en la atmósfera de los gases de 
efecto invernadero (GEI) liberados por la actividad hu-
mana a través de la quema de combustibles fósiles y 
los patrones de uso del suelo (por ejemplo, la defores-
tación). El cambio climático amenaza el bienestar de 
la humanidad y la continuidad de todas las formas de 
vida del planeta. Las estimaciones indican que superar 
los 2°C de calentamiento global provocaría impactos 
irreversibles, como extinciones masivas de especies, 
inundaciones permanentes en ciertas áreas y pérdida 
de viabilidad de cultivos, entre otros.

Figura 1  
Interrelación entre el cambio climático, los ecosistemas, la biodiversidad y la actividad humana
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Los ecosistemas proporcionan múltiples servicios 
a las personas, los cuales incluyen la provisión de 
alimentos, agua dulce, medicinas y materiales, la re-
gulación y el mantenimiento del medio ambiente, las 
oportunidades de recreación e inspiración, y ser fuen-
te de identidad, principalmente para las comunidades 
que los habitan. Estos servicios son determinantes 
clave de las posibilidades de desarrollo económico 
y del bienestar de la población. En este sentido, los 
ecosistemas y la biodiversidad forman parte de lo que 
se considera como capital natural (Dasgupta, 2021; 
Vial, 2023). 

Los servicios ecosistémicos de regulación del clima 
son centrales en la respuesta al cambio climático. Por 
una parte, los ecosistemas mitigan el cambio climáti-
co al absorber dióxido de carbono (CO2) de la atmós-
fera y almacenarlo en la biomasa y en los suelos. Por 
la otra, los ecosistemas contribuyen a la adaptación al 
cambio climático a través de la moderación de even-
tos climáticos extremos y la regulación del clima local.

La revolución industrial mejoró significativamente el 
bienestar de la población mundial, con un aumento 
sin parangón en la esperanza de vida y las condicio-
nes materiales. Sin embargo, el crecimiento económi-
co y poblacional, la creciente demanda de alimentos, 
energía y materiales y la prevalencia de formas de 
producción con un impacto negativo en la naturaleza 
han provocado una crisis ambiental que incluye al 
cambio climático. Esta crisis también se manifiesta en 
grandes pérdidas de biodiversidad y degradación de 
los ecosistemas, es decir en una pérdida del capital 
natural que compromete la sostenibilidad del proceso 
de desarrollo económico y el bienestar de las genera-
ciones futuras.

¿Por qué son necesarias las políticas climáticas 
y de conservación? 

El cambio climático y la pérdida de biodiversidad son 
la consecuencia de fallas de mercado; en particular, 
de la existencia de externalidades negativas y de la 
subprovisión de bienes públicos. Las externalidades 
son efectos secundarios que las acciones de una per-
sona o un grupo de personas provocan sobre el resto 
de la sociedad y que generan una brecha entre bene-
ficios individuales y sociales. Por ejemplo, se utiliza 
demasiada energía fósil o se deforestan demasiados 

bosques con respecto a los beneficios que estos nive-
les de actividad tienen para la sociedad en su conjun-
to. Por otro lado, la subprovisión de bienes públicos se 
produce ya que no es posible excluir a terceros de sus 
beneficios. La preservación de la biodiversidad tiene 
características de bien público; por ejemplo, la región 
no puede excluir al resto del planeta de los beneficios 
globales que significa preservar el Amazonas. El cam-
bio climático y la pérdida de la biodiversidad son la 
consecuencia de fallas de mercado de alcance global 
porque lo que ocurre en un país afecta al resto. 

Asimismo, el manejo de las consecuencias negativas 
del cambio climático está sujeto a diversas fallas de 
mercado y a consideraciones de equidad, por lo que 
amerita la intervención de la política pública. La cons-
trucción de infraestructura o de soluciones basadas 
en la naturaleza (SBN) para prevenir inundaciones, el 
desarrollo y la adopción de cultivos más resilientes al 
aumento de las temperaturas o a la escasez de lluvias, 
la puesta en marcha de sistemas de alerta temprana 
para eventos extremos, por mencionar algunos ejem-
plos, son medidas de adaptación frente al cambio 
climático que están sujetas a problemas de coordina-
ción o de información que hacen que el mercado por 
sí solo no las provea en cantidad y calidad adecuadas.

La política pública en materia climática y de conser-
vación de la biodiversidad es necesaria para hacer 
sostenible el proceso de desarrollo. Las políticas de 
adaptación buscan hacer frente a los riesgos del cam-
bio climático anticipando, previniendo o minimizando 
los daños que este pueda causar o gestionando los 
daños una vez que ocurren. Las políticas de mitiga-
ción tienen por objetivo reducir las emisiones de GEI. 
Las políticas de conservación procuran restaurar y 
proteger los ecosistemas y la biodiversidad y pro-
mover el uso sustentable de los servicios que estos 
brindan. Estas políticas están estrechamente relacio-
nadas entre sí debido a la interconexión de las causas 
que las motivan. Al mismo tiempo, la búsqueda del 
desarrollo sostenible requiere integrar estas políticas 
con aquellas orientadas a promover el crecimiento 
económico y la inclusión social, lo que puede dar 
lugar a complementariedades y tensiones que es 
necesario manejar. 
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Radiografía del cambio climático y los ecosistemas  
en América Latina y el Caribe

Los pronósticos indican que las temperaturas medias seguirán subiendo, el patrón 
de lluvias sufrirá crecientes alteraciones y muchas partes de la región se volverán 
más áridas. También se espera una mayor frecuencia e intensidad de los eventos 
climáticos extremos. La magnitud de estos cambios depende de lo que suceda 
con las emisiones globales de gases de efecto invernadero. 

Las proyecciones climáticas para América Latina y 
el Caribe elaboradas para este reporte  por el Centro 
de Cambio Global UC indican que la temperatura 
media durante el período 2021-2040 será alrede-
dor de 1°C más alta que durante 1985-2014 (cuyas 

temperaturas ya eran entre 0,6°C y 0,8°C más altas 
que en la época preindustrial) (CCG-UC, 2023). En 
períodos posteriores, el aumento de temperaturas 
será más sensible a lo que ocurra con las emisiones 
globales (gráfico 1).

Gráfico 1  
Futuros aumentos de temperatura en América Latina y el Caribe con respecto a 1985-2014  
según la trayectoria socioeconómica compartida 
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Nota: El gráfico muestra los aumentos de temperatura para distintas trayectorias socioeconómicas compartidas (SSP, por sus siglas en inglés), que 
describen senderos futuros para las principales variables socioeconómicas a nivel mundial, combinadas con distintos escenarios de reducción de emisiones 
(representados por los valores numéricos 1.9, 2.6, 4.5, 6.0, 7.0 y 8.5, donde un valor mayor se asocia con mayores emisiones). 
Fuente: Elaboración propia con datos del CCG-UC (2023).
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Asimismo, se espera que las precipitaciones aumen-
ten en las costas de Perú y Ecuador, la cuenca del 
Río de La Plata y el noreste de Argentina, y dismi-
nuyan en el norte de Sudamérica, el Caribe, Centro-
américa, parte del Amazonas, el noreste de Brasil, 
el centro y sur de Chile y el sur de Argentina. Como 
consecuencia, la aridez aumentará en casi toda la re-
gión, con excepción de las costas de Perú y Ecuador.

También está aumentando la frecuencia y la inten-
sidad de eventos climáticos extremos, como los 

ciclones tropicales, las inundaciones y sequías, los 
incendios forestales y las olas de calor. La cantidad 
de eventos climáticos extremos en América Latina 
y el Caribe pasó de 28 por año durante el período 
1980-1999 a 53 por año en el período 2000-2021. La 
población afectada aumentó de 4,5 a 7,2 millones de 
personas por año en los mismos períodos. Los even-
tos más frecuentes son las inundaciones y los ciclo-
nes tropicales y estos, junto con las sequías, son los 
que más población afectan cada año (gráfico 2). 

Gráfico 2  
Ocurrencia de eventos extremos relacionados con el clima y personas afectadas en América Latina  
y el Caribe según el tipo de evento en diferentes periodos 
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Nota: El gráfico muestra los promedios anuales de eventos climáticos extremos y de personas afectadas (en millones) según el tipo de desastre para los 
períodos 1980-1999 y 2000-2021. Los 33 países de América Latina y el Caribe (ALC) considerados en el gráfico son los países pertenecientes a la Comunidad 
de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC).
Fuente: Elaboración propia con datos de EMDAT (2022).
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América Latina y el Caribe está muy expuesta y es muy vulnerable al cambio 
climático. Los impactos esperados y las necesidades de adaptación dependen  
del contexto específico. 

1 La exposición se define como la presencia de personas, medios de vida y recursos económicos, ecosistemas, especies o recursos naturales en 
lugares y entornos que podrían verse afectados. La vulnerabilidad es la propensión a verse afectado negativamente y depende de factores como la 
sensibilidad al daño y la falta de capacidad para afrontarlo y adaptarse (IPCC, 2022).

2 Una consecuencia de la creciente vulnerabilidad de los cultivos al cambio climático es el aumento de la migración (Danza y Lee, 2022). 

Los impactos del cambio climático en la población y 
en los ecosistemas dependen tanto de la exposición 
como de la vulnerabilidad ante las diversas amena-
zas climáticas1. América Latina y el Caribe abarca un 
territorio extenso y es una región muy heterogénea. 
Por ello, la exposición y la vulnerabilidad ante las 
amenazas climáticas pueden variar significativa-
mente entre países, comunidades e individuos. Esto 
implica que los impactos esperados y las necesida-
des de inversión en adaptación también varían en 
función del contexto. 

La capacidad de hacer frente a las amenazas climá-
ticas y adaptarse a ellas es menor en las regiones 
con altos niveles de pobreza y desigualdad, debilidad 
institucional y bajos niveles de acceso a servicios bá-
sicos y capacidades estatales. La presencia de estos 
déficits de desarrollo en numerosos países y comuni-
dades de la región, especialmente en las comunida-
des indígenas, los ubica entre los más vulnerables del 
mundo al cambio climático.

Los cambios en temperaturas y precipitaciones 
afectan la producción agrícola.

El aumento gradual de las temperaturas medias y 
el cambio en los patrones de precipitación, con el 
consiguiente aumento de la aridez en algunas zonas, 
el mayor riesgo de sequías y la mayor incidencia de 
plagas y enfermedades de los cultivos, afectan nega-
tivamente el rendimiento de los cultivos y reducen la 
superficie apta para la producción. 

Estos efectos varían según la localización, el tipo de 
cultivo, el sistema de producción y la implementa-
ción de ciertas tecnologías, como el riego artificial o 
el cultivo de variedades adaptadas al clima. En gene-
ral, los efectos del cambio climático en el sector agrí-
cola de la región son heterogéneos, con impactos 

negativos en las áreas tropicales y subtropicales e 
impactos leves (o incluso algunos efectos positivos) 
en las zonas templadas (Cristini, 2023). 

En Centroamérica y el Caribe, el sector agrícola es 
particularmente vulnerable a la disminución de las 
precipitaciones debido a que el 93 % de la produc-
ción depende del agua de lluvia para la irrigación de 
los cultivos. Esto puede ser un grave problema para 
las explotaciones pequeñas, poniendo en riesgo la 
seguridad alimentaria y nutricional de los pequeños 
productores y en especial la de aquellos enfocados 
en el autoconsumo (Molina-Millán, 2023). En estas 
regiones, el 64 % del área de cultivos comprende 
explotaciones de menos de 2 hectáreas (ha) y el 
86 % son explotaciones de menos de 10 ha. Estas 
pequeñas explotaciones tienden a ser de agricultura 
familiar y de subsistencia y concentran una gran 
parte del empleo sectorial, que en muchos países 
constituye un porcentaje relevante del empleo total. 
Además, suelen utilizar sistemas productivos tradi-
cionales y tener limitado acceso a financiamiento y 
a mercados que les permitan insertarse en las cade-
nas productivas agroindustriales, todo lo cual resulta 
en una baja productividad. 

Esta vulnerabilidad al cambio climático ya se ha mani-
festado en significativas pérdidas de producción agrí-
cola en México, Centroamérica y el Caribe (Lachaud 
et al., 2017)2. Estas regiones, al igual que los países 
andinos, sufrirán en el futuro los mayores impactos 
negativos del cambio climático en la agricultura, 
mientras que los países del Cono Sur sufrirán impac-
tos leves o incluso podrían aumentar su producción 
en algunas áreas (Prager et al., 2020). 
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La disminución y la volatilidad en la 
disponibilidad de agua es una amenaza para  
el uso productivo y el consumo humano. 

El aumento de las temperaturas y la mayor fluc-
tuación de las precipitaciones constituyen una 
amenaza para los recursos hídricos, especialmente 
donde no existe capacidad de almacenamiento o 
regulación del agua (Vicuña et al., 2020). Uno de los 
sectores productivos que puede verse más afectado 
es la agricultura, que explica alrededor del 70 % del 
uso total de agua en la región (aun cuando la mayor 
parte de las tierras de cultivo son de secano). Otro 
sector que demanda una gran cantidad de agua en 
comparación con otras regiones del mundo es el 
energético, por su uso para la generación hidroeléc-
trica. La menor disponibilidad del recurso hídrico 
puede deteriorar la calidad del servicio eléctrico, 
con mayores disrupciones para los hogares y 
empresas. Países como Brasil, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, Paraguay y Venezuela están entre 
los más vulnerables ante estos riesgos debido a su 
alta dependencia de esta fuente de energía para la 
generación de electricidad.

En cuanto al consumo humano, si bien ha mejorado 
el acceso en las zonas urbanas, en las zonas rurales 
sigue siendo un gran desafío para muchos países de 
la región. La disponibilidad y calidad del agua potable 
para consumo humano es particularmente vulnerable 
a los eventos climáticos extremos por los posibles 
daños a la infraestructura que permite acceder al 
recurso (Vicuña et al., 2020).

Los países del Caribe son muy vulnerables  
a los ciclones. 

Los países del Caribe están muy expuestos a ciclones 
tropicales, a los que son altamente vulnerables por 
tener una población altamente concentrada y por la 
baja diversificación de sus economías. 

Por estas mismas razones, los costos económicos 
de los eventos climáticos extremos con relación 
al tamaño de las economías son de una magnitud 
considerable. Según una estimación para el conjun-
to de países del Caribe, estos costos rondan el 3 % 
del PIB por año en promedio (FMI, 2019). A su vez, el 

endeudamiento para afrontar los costos de recons-
trucción dificulta la inversión en infraestructuras que 
faciliten la adaptación y aumenten la resiliencia ante 
estos fenómenos. La situación se ve agravada debi-
do al mayor costo del endeudamiento público que 
los países con alta vulnerabilidad climática enfrentan 
en los mercados financieros internacionales (Cevik y 
Jalles, 2020). 

El calor extremo se hace sentir cada vez más 
en las ciudades.

El calor extremo tiene consecuencias adversas para 
la salud de la población, con impactos más severos 
en los grupos vulnerables, como los adultos mayo-
res, los niños y las personas con enfermedades de 
base o crónicas (Deschênes, 2014; Deschênes y 
Greenstone, 2011). La deficiente cobertura y calidad 
de los sistemas de salud en la región dejan en una 
situación de alta vulnerabilidad a vastos sectores de 
la población.

Las consecuencias de las olas de calor extremo 
interactúan con la creciente urbanización que ca-
racteriza a la región. Las ciudades suelen tener tem-
peraturas mayores que los alrededores rurales. La 
frecuencia e intensidad de las olas de calor en las 
ciudades de la región aumentó considerablemente 
en las últimas décadas. En la década 1981-1990, 37 
de cada 100 ciudades experimentaron al menos una 
ola de calor y 14 de cada 100 olas de calor fueron 
severas. En cambio, en la década 2011-2020, 60 de 
cada 100 ciudades tuvieron olas de calor y 28 de 
cada 100 olas de calor fueron severas (gráfico 3). 
Esto plantea desafíos tanto para el planeamiento 
urbano como para el diseño y la construcción de 
edificios. 
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Gráfico 3  
Incidencia de olas de calor severas y población afectada en ciudades de América Latina y el Caribe 
en los períodos 1981-1990 y 2011-2020 
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Nota: El color de los puntos representa la cantidad de olas de calor severas por ciudad y década, mientras que su tamaño refleja la población de la ciudad (a 
mayor tamaño, mayor población y viceversa). 
Fuente: Elaboración propia con datos de NOAA (2023) y Florczyk et al. (2019).

El aumento paulatino del nivel del mar y las 
inundaciones por marejadas ponen en riesgo  
a las poblaciones costeras. 

Las poblaciones costeras están expuestas tanto a las 
inundaciones, generalmente vinculadas a tormentas 
severas y otros eventos climáticos extremos, como al 
aumento lento pero constante del nivel del mar. 

Un indicador de la exposición de América Latina 
y el Caribe a estas amenazas es el porcentaje de 

superficie y población que se encuentra en zonas de 
baja elevación. En la región, los primeros 10 metros 
de superficie sobre el nivel del mar representan el 
3 % del territorio total y albergan al 7 % de la pobla-
ción (unos 45 millones de personas). La situación es 
más dramática en el Caribe, donde las zonas coste-
ras de baja elevación albergan al 12 % de la pobla-
ción y representan una quinta parte de la superficie.

Esta situación exige medidas de adaptación de 
corto y largo plazo. En lo inmediato, los sistemas de 
barreras y protección son importantes para mitigar 
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los efectos de inundaciones repentinas sobre los 
habitantes ya establecidos y el capital construido en 
esas zonas. Simultáneamente, es necesario adoptar 
una estrategia a mediano y largo plazo, que pasa por 
restringir el desarrollo en áreas que serán afectadas 
por el avance gradual del nivel del mar. 

Los eventos extremos ponen en riesgo la 
infraestructura. 

Las tormentas severas, las inundaciones y otros 
eventos climáticos extremos ponen en riesgo la 
infraestructura de servicios en sectores clave como 
el transporte, las comunicaciones, la energía y el 
agua. También pueden afectar a la industria, dañando 
sus instalaciones, sus operaciones y las cadenas de 
suministro. Sin las inversiones necesarias para crear 
nuevas infraestructuras y fortalecer la resiliencia 
de las ya existentes, especialmente aquellas que no 
fueron diseñadas para soportar las consecuencias 
del cambio climático, estos impactos pueden afectar 
a los sectores productivos y a los hogares y provocar 
importantes costos económicos y sociales. 

El cambio climático degrada los ecosistemas y 
pone en riesgo los beneficios que la naturaleza 
brinda a las personas.

El aumento de las temperaturas, la disminución de 
las precipitaciones, las sequías prolongadas y los 
mayores incendios que estas suelen traer apareja-
das provocan la degradación de los ecosistemas y 
de los servicios que estos prestan (Gatti et al., 2021; 
Grantham et al., 2020). Asimismo, los cambios en las 
condiciones de los océanos están afectando a los 
ecosistemas marinos y costeros de la región, como 
los arrecifes de coral, los estuarios, las marismas, los 
manglares y las playas arenosas (IPCC, 2022). 

Estos cambios, a su vez, tienen consecuencias para 
los sectores económicos más vinculados a los ser-
vicios que brindan estos ecosistemas. En el sector 
pesquero, el potencial de captura de las especies de 
peces más comercializadas a nivel global disminuirá 
en el mar Caribe, frente a los estuarios del Amazo-
nas y del Río de la Plata, así como en las costas de 
Perú y el norte de Chile, mientras que aumentará en 
las aguas meridionales de América del Sur (Cheung 
et al., 2010). El turismo, de gran relevancia para las 
economías del Caribe, también se ve afectado por el 
deterioro de estos ecosistemas y los cambios en las 
condiciones del clima en general. 

La contribución de una región al calentamiento global se explica por sus emisiones 
históricas de dióxido de carbono. El ritmo de emisiones actuales de gases de 
efecto invernadero determina la trayectoria futura del cambio climático. 

América Latina y el Caribe ha generado el 11 % del 
carbono acumulado en la atmósfera, mientras que 
el 45 % de las emisiones históricas de CO2 proviene 
de los países desarrollados y el 24 % de los países 
en desarrollo de Asia y el Pacífico, región que incluye 
a países de altas emisiones en los últimos 50 años, 
como China e India. El resto lo explican Europa del 
Este y Asia Central y Occidental (11 %), África (7 %) y 
Oriente Medio (2 %). 

Del 11 % de emisiones generadas por América Latina 
y el Caribe, el 8,5 % corresponde a Sudamérica, el 2 % 
a Mesoamérica y el restante 0,5 % al Caribe. 

Según datos de 2019, América Latina y el Caribe 
contribuye con el 10 % de las emisiones actuales de 
GEI, los países en desarrollo de Asia y el Pacífico con 
el 44 % y los países desarrollados con el 23 %. El resto 
lo explican África (9 %), Europa del Este y Asia Central 
y Occidental (6 %), Oriente Medio (5 %) y el transporte 
internacional (2 %).

La cantidad de población y el nivel de producción son 
dos determinantes próximos del total de emisiones 
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que se generan en un determinado territorio. Cada 
habitante de América Latina y el Caribe emite, en 
promedio, 9,2 toneladas de C02 eq (tCO2eq) por año, 
apenas por encima del promedio mundial (7,8 tCO2eq 
por persona). Asimismo, las emisiones de la región 
por unidad de producto generado —una medida 
de la intensidad de carbono de las economías— se 
encuentran apenas por encima del promedio mundial 
(0,61 tCO2eq, frente a las 0,46 tCO2eq por cada 1000 
dólares de PIB, respectivamente)3. 

Las emisiones de América Latina y el Caribe 
provienen principalmente de la actividad 
agropecuaria, a diferencia de lo que ocurre en 
los países desarrollados.

El sector agropecuario, de silvicultura y otros usos de 
la tierra (ASOUT) genera el 58 % de las emisiones en 
América Latina y el Caribe. Estas emisiones se divi-
den entre las que son resultado del uso de la tierra, el 
cambio de uso de la tierra y la silvicultura (UTCUTS) 
(el 38 %) y las provenientes de prácticas agropecua-
rias, tales como la quema de residuos agrícolas, el 
uso de fertilizantes, el cultivo de arroz y la ganadería 
(el 20 % restante). En los países desarrollados, en 
cambio, el subsector de UTCUTS tiene emisiones 
netas negativas, lo que significa que es un sumidero 
neto de carbono, que compensa parte de las emi-
siones generadas en otros sectores de la economía 
(gráfico 4). 

Los demás sectores de la economía juegan un papel 
menos importante en comparación con lo observado 
a nivel mundial. El sector de suministro de energía, 
el mayor emisor en el mundo desarrollado, con un 
36 % de los GEI producidos, representa solo el 13 % 
de las emisiones de América Latina y el Caribe. Esto 
se explica por los menores niveles de desarrollo que 
caracterizan a la región y porque esta cuenta con una 
matriz eléctrica relativamente limpia. El resto de las 
emisiones de la región provienen de la industria (el 
16 %), el transporte (el 11 %) y el sector de edificacio-
nes (el 2 %).

3 Cuando se utiliza la notación CO2eq, que significa unidades de dióxido de carbono equivalente, se hace referencia a cantidades de todos los GEI tras 
la conversión de aquellos gases distintos al dióxido de carbono a su equivalencia en unidades de CO2.

La composición de las emisiones de la región según 
el tipo de gas también difiere de la del resto del 
mundo. El metano, el segundo GEI más importante 
por la cantidad liberada después del CO2, represen-
ta el 23 % de las emisiones de América Latina y el 
Caribe, una proporción mayor que en el mundo en 
su conjunto (18 %) y que en los países desarrollados 
(13 %). Estas emisiones se originan principalmente en 
la actividad ganadera y, en menor medida, en el uso 
de combustibles fósiles y la gestión de los desechos 
sólidos. Reducir las emisiones antropogénicas de me-
tano es clave para combatir el calentamiento global 
en el corto plazo y traería beneficios adicionales para 
la salud pública y la productividad agrícola debido a la 
disminución de la contaminación atmosférica. 

La enorme variación en el nivel y la 
composición sectorial de las emisiones dentro 
de la región determina que las necesidades y 
oportunidades para reducirlas sean también 
diferentes.

América Latina y el Caribe es una región muy hete-
rogénea en términos de cantidad de población, nivel 
de ingresos y estructura sectorial de las economías. 
Esto se refleja en grandes diferencias en el nivel y la 
composición de las emisiones entre países, a saber:

 ⚫ El 80 % de las emisiones de América Latina y el 
Caribe proviene de cinco países: Brasil (45 %), 
México (17 %), Argentina (8 %), Colombia (6 %) y 
Venezuela (4 %).

 ⚫ Los países del Caribe tienen emisiones por habi-
tante y por producto por debajo de los promedios 
mundiales (gráfico 5). La excepción son Trinidad y 
Tobago en el primer caso y de Haití en el segun-
do. El grueso de las emisiones en esta subregión 
viene del sector de suministro de energía, con el 
38 % del total, producto de una matriz energética 
dominada por combustibles fósiles. El sector de 
UTCUTS, por su parte, no contribuye con emi-
siones de CO2 y, de hecho, sirve de sumidero de 
carbono (gráfico 6). 
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Gráfico 4  
Composición sectorial de las emisiones de GEI en América Latina y el Caribe y en países 
desarrollados en 2019 
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Fuente: Elaboración propia con datos de Minx et al. (2021). 

 ⚫ La mayoría de los países de Mesoamérica tienen 
emisiones por habitante menores a la media 
mundial (la excepción es Belice). La composición 
sectorial de las emisiones difiere entre Centroa-
mérica y México. En el primer caso, el sector de 
UTCUTS y las prácticas agropecuarias expli-
can el 26 % y el 23 % de las emisiones totales, 
respectivamente, mientras que el sector de 
suministro de energía contribuye con apenas el 
10 % gracias a una matriz eléctrica relativamente 
limpia. Por el contrario, en México, la principal 
fuente de emisión es la industria, con el 31 % del 
total, seguida del suministro de energía con el 
25 % debido al menor uso de fuentes renovables 

para la generación eléctrica, mientras que el 
sector de UTCUTS y las prácticas agropecuarias 
contribuyen con el 12 % y el 13 % de las emisio-
nes, respectivamente. 

 ⚫ Los países de Sudamérica tienen emisiones por 
habitante y con respecto al PIB por encima del 
promedio mundial. Algunas excepciones son 
Chile y Argentina, cuyas emisiones por PIB son 
menores a la media mundial, y Ecuador, Colom-
bia y Perú, que tienen emisiones por producto 
y por habitante menores al promedio del mun-
do. A nivel subregional, la principal fuente de 
emisiones es el sector de UTCUTS, con el 35 % 
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de las emisiones de la subregión, seguida de las 
prácticas agropecuarias, con el 26 % del total. La 
generación de energía es responsable sólo del 

12 % de las emisiones subregionales debido a 
una mayor penetración de las fuentes renovables 
en la matriz energética. 

Gráfico 5  
Emisiones antropogénicas de GEI respecto a la población y el PIB para países de América Latina  
y el Caribe según subregiones en 2019
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Gráfico 6  
Emisiones de GEI por sector en América Latina y el Caribe en 2019 según país
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América Latina y el Caribe tiene una riqueza extraordinaria en biodiversidad y 
ecosistemas, que brindan servicios con un valor inestimable a la población mundial. 

Con una superficie terrestre que representa el 16 % 
del total mundial, la región aloja una enorme variedad 
de las especies conocidas en el mundo: el 33 % de ma-
míferos, el 35 % de reptiles, el 41 % de aves y el 50 % 
de anfibios (PNUMA, 2011). Los ecosistemas costeros 
y marinos de la región cubren una superficie de 16 
millones de km2 y más de 70.000 km de línea costera, y 
se caracterizan también por una biodiversidad promi-
nente (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2023).

El Caribe insular tiene condiciones naturales de aisla-
miento que, junto con la presencia de islas montaño-
sas, favorecen el alto endemismo de especies y otor-
gan características particulares a su biodiversidad. 
Las islas del Caribe son consideradas en su conjunto 
como uno de los cinco hotspots de biodiversidad 
más importantes del planeta (Myers et al., 2000). Los 
ecosistemas terrestres de esta subregión se dis-
tinguen por la presencia de bosques de hoja ancha 
húmedos y secos, mientras que sus zonas costeras 
contienen el 16 % del total de manglares de la región. 
La mayoría de las islas están rodeadas de arrecifes 
de coral, que son fundamentales para la reproduc-
ción de peces de interés comercial y sostienen un 
importante sector turístico.

Mesoamérica tiene una intrincada topografía, que 
genera un amplio rango de condiciones ambientales 
y de especies endémicas (Myers et al., 2000). Esta 
subregión es de vital importancia como corredor para 
el movimiento de especies entre el norte y el sur del 
continente. Entre sus ecosistemas terrestres des-
tacan los bosques de hoja ancha húmedos y secos, 
los bosques de coníferas y los desiertos y matorrales 
secos. Las zonas costeras exhiben una importante 
presencia de manglares, pastos marinos y arrecifes 
de coral, siendo la barrera de coral mesoamericana la 
segunda más grande y compleja del mundo.

Sudamérica tiene un amplísimo espectro latitudinal y 
altitudinal, lo que permite el desarrollo de una biodi-
versidad prominente. Entre las coberturas naturales 
de esta subregión destacan por su extensión los 
bosques húmedos de hoja ancha, seguidos de los 
pastizales, las sabanas y diversos tipos de matorrales. 
La cuenca del Amazonas alberga al bosque tropical 
más grande del mundo y al río más largo y caudaloso, 

además de conservar los bosques primarios (aquellos 
cuyos procesos ecológicos no han sido alterados 
significativamente por la actividad humana) más 
extensos del planeta.

Los ecosistemas son fuente de protección  
y adaptación al cambio climático, a través  
de la moderación de eventos climáticos 
extremos y la regulación del clima local. 

Los manglares y arrecifes de coral, por ejemplo, 
forman barreras que protegen a las poblaciones cos-
teras frente a los huracanes. Los manglares reducen 
en promedio la altura de las olas provocadas por el 
viento en un 31 % y las provocadas por ciclones en 
un 60 % (Narayan et al., 2016). En América Latina y el 
Caribe, los manglares disminuyen anualmente los da-
ños por inundaciones en más de USD 12.000 millones 
y protegen a casi 1 millón de personas (Menéndez 
et al., 2020; Worthington y Spalding, 2018).  Por su 
parte, los arrecifes de coral son capaces de reducir 
en un 97 % la energía de las olas que llegan a la costa 
y en un 84 % la altura de estas (Ferrario et al., 2014; 
Moomaw et al., 2018). 

Los humedales también brindan servicios impor-
tantes de adaptación, principalmente suavizando 
los ciclos hídricos, absorbiendo las precipitaciones 
abundantes y ralentizando su escurrimiento en épo-
cas secas.

La naturaleza puede ayudar a los entornos urbanos 
a adaptarse al aumento de temperaturas extremas a 
través de la regulación del clima local. La presencia 
de bosques urbanos, arbolado en las calles y terrazas 
verdes permiten atenuar la temperatura local, princi-
palmente a través de la sombra y la evapotranspira-
ción. De este modo, la temperatura en áreas verdes 
urbanas puede ser en promedio 1°C inferior a la de los 
alrededores durante el día (Bowler et al., 2010).
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La abundancia de los bosques de la región 
brinda a esta un gran potencial para aumentar 
su contribución a la mitigación del cambio 
climático. 

Los ecosistemas terrestres mitigan el cambio climáti-
co al absorber CO2 de la atmósfera y almacenarlo en 
la biomasa y en los suelos. Por su potencial de carbo-
no y extensión, los bosques son un elemento clave en 
la mitigación global del cambio climático.

América Latina y el Caribe tiene 9,3 millones de km2 
de bosques, los cuales cubren un 46 % de su terri-
torio y representan una cuarta parte de los bosques 
mundiales. Los bosques de la región contribuyen 
cada año con la captura de 1,1 GtCO2eq. Sin embargo, 
su productividad promedio en la captura de carbono 
es baja. Una hectárea típica de bosque en la región 
tiene un flujo neto anual de -1,1 tCO2eq; en compa-
ración con el promedio mundial de -1,8 tCO2eq y el 
-2,9 tCO2eq de los países desarrollados. Esto se debe 
principalmente a dos factores. Primero, la preponde-
rancia de bosques primarios en la región, lo cual es 
positivo para la biodiversidad y se asocia a un mayor 
stock de carbono almacenado, pero, dado su ciclo de 
vida, tienden a capturar menos carbono que los bos-
ques en crecimiento. Segundo, la mayor deforesta-
ción y degradación a la que se encuentran expuestos 
los bosques de la región. Esto subraya el potencial de 
América Latina y el Caribe para aumentar su contri-
bución a la mitigación global a través de una mejor 
gestión de los suelos. 

La actividad económica, como el resto de las 
actividades humanas, depende de una u otra 
manera de los servicios ecosistémicos. 

Los ejemplos de lo anterior son abundantes. Así, el 
desarrollo de la industria pesquera en Perú, Chile 
y México (las más grandes de la región) ha sido 
posible gracias a la riqueza de especies con valor 
comercial en los ecosistemas costeros y marinos de 
esos países. En América Latina y el Caribe, la can-
tidad de ejemplares de peces que se benefician de 
los manglares es superior a los 100 billones, mien-
tras que la restauración de hábitat en las regiones 
actualmente degradadas o bajo otros usos se estima 
que traería aparejado un incremento de 7,8 millones 

de ejemplares anualmente (Worthington y Spalding, 
2018). Asimismo, los bosques son una fuerte impor-
tante de productos medicinales. Del total de fármacos 
aprobados en el mundo para el tratamiento de enfer-
medades entre 1981 y 2006, el 28 % eran productos 
naturales o derivados de estos, mientras que el 24 % 
se sintetizaron a partir de los mismos (Cao y Kingston, 
2009; Newman y Cragg, 2007). 

La belleza de las playas y de los arrecifes de coral ha 
sido fundamental para el auge del sector turístico en 
los países del Caribe. La importancia de los ecosiste-
mas para el turismo no se restringe a los ecosistemas 
costeros. Alrededor del 70 % de los turistas interna-
cionales que viajan a Argentina y Perú visitan un área 
natural protegida (Bovarnick et al., 2010).

Los ecosistemas regulan el clima y otros procesos 
naturales que son fundamentales para la vida humana 
y para ciertas actividades económicas. Los ecosiste-
mas regulan, por ejemplo, el ciclo hídrico, influyendo 
en la cantidad y calidad del agua disponible y contri-
buyendo a disminuir riesgos como desprendimientos 
de tierra, inundaciones y sequías. Así, la presencia de 
coberturas naturales cuenca arriba es determinante 
para el servicio de agua a los usuarios ubicados cuen-
ca abajo. En una mayor escala, la industria agrícola de 
Argentina, Paraguay, Uruguay y el sur de Brasil se be-
neficia de los abundantes flujos de agua en forma de 
vapor (conocidos como ríos voladores), que se forman 
a cientos de kilómetros de distancia en el bosque del 
Amazonas. Más allá del ciclo hídrico, la productividad 
agrícola se beneficia de otros servicios ecosistémicos 
como los que brindan los polinizadores naturales, 
entre los que se destacan los insectos. Las abejas 
polinizan una amplia variedad de cultivos en la región 
(por ejemplo, el cacao, el zapallo, otras hortalizas, y en 
menor medida, la soja) y contribuyen a la rentabilidad 
de la industria. El 30 % del valor de la producción de 
los cultivos dependientes de la polinización en Argen-
tina, Brasil, Chile, México y Uruguay se atribuye a este 
servicio ecosistémico (Basualdo et al., 2022). 
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El cambio en el uso de suelo, mediante la deforestación, el drenaje de humedales 
y el reemplazo de pastizales naturales, es el principal canal por el cual la actividad 
humana degrada los ecosistemas y la biodiversidad en América Latina y el Caribe.

Otros canales directos son (en orden de importan-
cia) la sobrexplotación de los recursos naturales, la 
contaminación y la introducción de especies invaso-
ras (Díaz y Malhi, 2022). A estos canales directos, se 
suma el impacto indirecto (ya descrito) a través del 
cambio climático (IPBES, 2019). 

El 55 % de la superficie de la región tiene un uso 
antrópico dominante y el 45 % se conserva en estado 
seminatural o natural (gráfico 7). La conservación de 
ecosistemas en estado seminatural o natural varía 
significativamente entre regiones. En Sudamérica 
alcanza el 48 %, mientras que en Mesoamérica y el 
Caribe es del 27 % y el 19 %, respectivamente. 

Gráfico 7  
Uso del suelo en América Latina y el Caribe en 2017

Panel A. 
Uso del suelo en la región

Panel B.
Porcentaje de uso del suelo por subregiones 
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Nota: El gráfico muestra el uso antrópico del suelo. El panel A muestra ese indicador en toda la región en 2017. El panel B lo hace para las subregiones de ALC, 
con sus valores expresados en porcentaje. Los 33 países considerados en ALC son aquellos pertenecientes a la CELAC. 
Fuente: Elaboración propia con base en Gauthier et al. (2021).
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En 1900, el 87 % de la superficie de la región se 
encontraba en estado natural o seminatural. Es decir, 
que la modificación significativa de los ecosistemas 
como fenómeno extensivo es relativamente reciente 
en la región. Al respecto, es útil ver el contraste con 
Europa (gráfico 8) una región que ya en 1800 tenía el 
51 % de su superficie dedicada a un uso antrópico 
dominante (un nivel similar al existente en América 
Latina y el Caribe en la actualidad). El ritmo de cambio 
de coberturas naturales y seminaturales a usos 
antrópicos dominantes en América Latina y el Caribe 
durante el último siglo es de una magnitud conside-
rable, puesto que equivale a perder, cada año, una 
superficie similar al tamaño de Panamá.

El cambio en el uso de suelo se encuentra fuerte-
mente vinculado al sector agropecuario: el 35 % de la 
superficie de la región se dedica al pastoreo y el 16 % 

a cultivos, mientras que los asentamientos humanos 
ocupan el 4 % del territorio. Si bien la importancia 
del sector agropecuario se mantiene, el Caribe tiene 
un patrón de uso del suelo diferente al promedio 
regional. En esta subregión, la superficie dedicada al 
pastoreo es considerablemente menor (8 %), mientras 
que la dedicada a los cultivos (35 %) y los asentamien-
tos humanos es mayor (38 %).

En la actualidad, la deforestación se concentra en los 
bosques tropicales, entre los que destacan los del 
Amazonas. Este patrón es ineficiente desde el punto 
de vista social. Los suelos de los bosques tropicales 
tienden a degradarse con rapidez tras la pérdida de 
las coberturas naturales, lo que disminuye la produc-
tividad agrícola. Además, estos bosques se destacan 
por su biodiversidad y capacidad de captura y almace-
namiento de carbono.

Gráfico 8  
Evolución del uso del suelo en América Latina y el Caribe y Europa en el período 1700-2017
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Nota: Los 33 países considerados en ALC son aquellos pertenecientes a la CELAC. 
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Más allá de la superficie dedicada a usos humanos, 
las áreas de América Latina y el Caribe que todavía 
presentan un bajo nivel de modificación humana se 
encuentran cada vez más fragmentadas y desconec-
tadas, lo cual es una amenaza para la biodiversidad. 
La fragmentación puede llevar a la extinción de 
especies cuando (1) la superficie conservada es insu-
ficiente para asegurar su subsistencia a largo plazo 
y (2) restringe el movimiento de especies a través de 
gradientes latitudinales y altitudinales, lo que es cru-
cial de cara al aumento de la temperatura global.

La sobrexplotación se refiere a la extracción o uso de 
recursos naturales renovables por encima de la tasa 
sostenible en el tiempo. En la región, los sectores pes-
quero, turístico y de extracción de recursos forestales 
no madereros son una parte visible de esta proble-
mática. En el Caribe, la sobrepesca y la degradación 
de los arrecifes de coral están empujando a muchas 
especies de peces, algunos de gran valor comercial 
(como atunes y meros) hacia la extinción (Linardi 
et al., 2017). En América del Sur, la pesquería más 
grande del mundo por volumen, la anchoveta, se ha 
visto expuesta a colapsos en 1973, 1983 y 1988 (FAO, 
2016). En el sector agrícola, a la sobreexplotación de 
los recursos hídricos se suma la gestión intensiva 
e inadecuada de suelos, que resulta en la pérdida 
de nutrientes y la degradación de sus propiedades. 
Además, la contaminación producida por el sector 
agropecuario, la industria, la minería y el turismo han 
contribuido a un mayor deterioro de los ecosistemas.

Los ecosistemas son resilientes, pero esta 
resiliencia tiene límites. 

Existen puntos de inflexión a partir de los cuales la 
degradación de los ecosistemas y la pérdida de los 
servicios que brindan es irreversible. Por ejemplo, la 
deforestación del Amazonas podría alcanzar un punto 
de inflexión a partir del cual los propios mecanismos 
de equilibrio ecológico generen en el área un proceso 
de desertificación que podría ser irreversible. Lovejoy 
y Nobre (2019) estiman que este punto de inflexión 
podría activarse con la pérdida de entre el 20 % y el 
25 % de su superficie boscosa total, de la cual se ha 
perdido ya el 15 %.

El aumento sin precedentes de la demanda  
de alimentos, materiales y energía impulsa  
la sobreexplotación de los recursos naturales  
y el cambio de uso de suelo para dedicarlo  
a la actividad agropecuaria. 

La presión sobre el uso del suelo aumenta con el cre-
cimiento poblacional y el consumo per cápita, mien-
tras que potencialmente disminuye con los aumentos 
de la productividad. A su vez, el mayor consumo de 
calorías de origen animal asociado al aumento en 
el nivel de ingresos resulta en un incremento en la 
demanda de suelo para la producción de alimentos, 
debido a que la producción de calorías vegetales es 
menos intensiva en suelo que la de calorías animales.

El sector agropecuario y de alimentos es clave para la 
seguridad alimentaria local y global y es una fuente im-
portante de generación de divisas en diversos países de 
la región. Sin embargo, la deforestación, la sobreexplota-
ción y la contaminación provocan la pérdida de servicios 
ecosistémicos de gran valor para la adaptación y mitiga-
ción del cambio climático y para la actividad económica y 
el bienestar humano en general. La deforestación inclu-
so afecta al resto de la producción agropecuaria, pues 
reduce el flujo de servicios que los ecosistemas brindan, 
como el control de plagas, la polinización, la prevención 
de la erosión del suelo y la regulación del ciclo hídrico. 

El reto de detener la deforestación está asociado,  
entonces, con el de fortalecer la sostenibilidad 
del sector agropecuario de la región. 

Dos ámbitos de acción sobresalen al respecto. Por un 
lado, un compromiso creíble con frenar el crecimiento 
de la frontera agropecuaria. Por el otro, el aumento de 
la productividad agropecuaria y el uso de prácticas 
sostenibles en este sector. 

La mayoría de los países de América Latina —y en 
menor medida los del Caribe— han logrado avances 
importantes en materia de productividad agrícola. 
Estas mejoras son necesarias para construir un sector 
sostenible, pero no son suficientes para detener la de-
forestación. Durante los últimos 60 años el crecimiento 
de la productividad estuvo acompañado por un aumen-
to considerable en la superficie dedicada a la produc-
ción agrícola, sobre todo en Sudamérica (gráfico 9).
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Gráfico 9  
Cambio en el rendimiento y uso de la tierra para la producción de cereales y soja entre 1961 y 2020 
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Nota: El gráfico muestra el cambio porcentual en el rendimiento (medido como toneladas por hectárea) y el uso del suelo en el año 2020 en relación con 1961 
para los países de ALC con información disponible y regiones seleccionadas. 
Fuente: Elaboración propia con datos de FAO (2023, 2022).

Detener la deforestación es difícil porque desde el punto 
de vista privado es una actividad económicamente 
rentable. Para los propietarios de terrenos con cobertura 
forestal, su conservación suele ser menos rentable que 
el uso del suelo para la producción agropecuaria.

La mayoría de los gobiernos de la región han 
aprobado legislación que restringe severamente 
la deforestación tanto en terrenos de propiedad 
pública como privada. Por lo tanto, la mayor parte 

de la deforestación que ocurre en la actualidad es 
ilegal (Ferreira, 2023). Estas medidas contrastan 
con políticas de desarrollo económico prevalentes a 
partir de la mitad del siglo pasado, que incentivaron la 
deforestación a partir de la construcción de proyectos 
de infraestructura, el otorgamiento de créditos y el de-
bilitamiento de los derechos de propiedad en terrenos 
públicos y de comunidades indígenas (favoreciendo 
su invasión por productores privados). 
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La coordinación internacional en política climática y de biodiversidad es necesaria 
porque ambos son asuntos donde las acciones de cada país afectan a los demás. 

4 Este concepto alude a alguien que recibe los beneficios de un bien público sin contribuir a cubrir sus costos.

Tanto la mitigación del cambio climático como la con-
servación de la biodiversidad son bienes públicos glo-
bales: todos los países se benefician de una reducción 
en las emisiones y de la preservación de los ecosiste-
mas, independientemente de quién afronte el costo de 
reducir esas emisiones o de preservar esos ecosiste-
mas. La necesidad de coordinación internacional para 
evitar el problema del “polizón” u oportunismo (lo que 
en inglés se conoce como “free-riding”)4 y así resolver 
la crisis climática y ambiental es una de las mayores 
dificultades (Stevenson, 2023). 

Aunque son fenómenos relacionados, las negociacio-
nes sobre cambio climático y biodiversidad han avan-
zado por canales separados. En materia climática ha 
habido más avances, debido a una mayor percepción 
de urgencia y a que el problema climático es más fácil 
de sintetizar, medir y traducir a objetivos concretos 
que la biodiversidad. 

El Acuerdo de París de 2015 fue un hito en las 
negociaciones climáticas internacionales, 
aunque adolece de debilidades en cuanto al 
cumplimiento de las metas, el financiamiento 
internacional y la justicia climática. 

Este acuerdo fue exitoso en lograr una adhesión casi 
universal, con compromisos de mitigación de la gran 
mayoría de países (más de 190 hasta la fecha). Confor-
me al mismo, los países fijan sus compromisos a través 
de las contribuciones determinadas a nivel nacional 
(CDN), que deben actualizarse cada cinco años, con el 
objetivo de aumentar su ambición en cada ronda. 

Las CDN deben establecer metas nacionales de mi-
tigación y adaptación e idealmente deberían proveer 
información sobre la estrategia financiera para su 
implementación, incluyendo las necesidades de coo-
peración internacional. Los países tienen flexibilidad 
para fijar líneas de base de comparación respecto a 
las cuales definir sus metas de mitigación. 

Una desventaja del Acuerdo de París es que su gober-
nanza descentralizada no está diseñada para garanti-
zar que los compromisos nacionales alcancen la meta 
global, ni hay una negociación explícita sobre cuál es 
la contribución justa de cada país. 

Los compromisos actuales en el marco del Acuerdo de 
París son insuficientes para cumplir la meta de mante-
ner el calentamiento global en 2 °C (o menos) y hacen 
casi imposible limitarlo a 1,5 °C. A nivel global, los ob-
jetivos para 2030 contenidos en las CDN apuntan a un 
pequeño aumento de las emisiones del 0,5 % respecto 
al nivel de 2015. Pero para alcanzar la meta de limitar el 
calentamiento a 1,5 °C, las emisiones anuales deberían 
caer hacia 2030 un 43 % respecto al nivel de 2019 y lue-
go seguir disminuyendo hasta alcanzar la neutralidad 
de carbono en 2050 (Oficina de Prensa del IPCC, 2022). 

La magnitud de estas reducciones implica que los 
esfuerzos de mitigación tienen que ser globales. 
Esto colisiona con la realidad de muchos países en 
desarrollo, incluyendo a los de América Latina y el 
Caribe, que, en general, han emitido poco histórica-
mente, están sufriendo las consecuencias del cambio 
climático y encuentran en los esfuerzos de mitigación 
un costo adicional al desarrollo. En este contexto, el 
financiamiento climático es clave para hacer compati-
bles los esfuerzos de mitigación global y los reclamos 
de justicia en la repartición de responsabilidades. 

Las CDN de América Latina y el Caribe 
apuntan a reducir las emisiones colectivas en 
aproximadamente el 10 % en el año 2030 con 
respecto al año 2015. 

Los países de la región reconocen que deben jugar un 
papel activo en materia de mitigación y en casi todos 
los casos proponen metas concretas respecto a su 
nivel de emisiones. Las áreas de acción más men-
cionadas en las CDN en materia de mitigación son la 
generación eléctrica, la eficiencia energética y la elec-
tromovilidad, seguidas de la gestión de los procesos 
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industriales y los residuos (panel B del gráfico 10). 
Asimismo, la mayoría de las CDN incluyen metas de 
adaptación por sectores (agricultura y ganadería, 

gestión de los recursos hídricos y saneamiento son los 
más mencionados) (panel A del gráfico 10). 

Gráfico 10  
Sectores incluidos en las metas de las CDN de América Latina y el Caribe 
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Nota: El gráfico muestra el número de países de ALC que menciona explícitamente a cada sector en sus metas y acciones de adaptación (panel A) y de 
mitigación (panel B). Los países de ALC son los 33 pertenecientes a la CELAC.
Fuente: Elaboración propia a partir de las versiones de las CDN de los países vigentes a enero o febrero de 2023.
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Hay espacio para mejorar la articulación y 
precisión de los compromisos nacionales.

Las prioridades de adaptación de los países sue-
len estar reflejadas en las metas de adaptación 
contenidas en sus CDN y, en algunos casos, en los 
planes nacionales de adaptación ante el cambio 
climático (PNACC)5. Sin embargo, en muchos casos 
estas metas no son precisas y no están vinculadas a 
proyectos concretos. De manera alentadora, algunos 
países incluyeron en sus compromisos nacionales 
la realización de estudios y el desarrollo de meto-
dologías para estimar los efectos del calentamiento 
climático en sus territorios.

Identificar con mayor precisión las necesidades de 
adaptación y las medidas concretas para atenderlas 
es una tarea prioritaria en la agenda de los países. 
Esta tarea, a su vez, permitirá estimar con mayor pre-
cisión los costos de la adaptación y las necesidades 
de financiamiento. 

En términos de las metas de mitigación, si bien la 
mayor parte de los países de la región ha incluido 
iniciativas sectoriales en sus CDN, su articulación 
y priorización no es clara. En general, no existe una 
conexión entre la meta global y la contribución de 
cada una de las iniciativas sectoriales. Además, hace 
falta definir una priorización de políticas con base en 
la estructura sectorial de las emisiones6.

La información disponible indica que el 
financiamiento internacional ha sido hasta el 
momento insuficiente y que las necesidades a 
futuro serán enormes.

Los volúmenes de recursos movilizados hasta la fe-
cha son bajos respecto a las necesidades. Un informe 
de la Climate Policy Initiative (CPI) arroja un cálculo de 
financiamiento destinado a América Latina y el Caribe 
hasta el 2020 de entre USD 23.000 y 35.000 millones 
anuales (Naran et al., 2022; Schneider, 2023). 

5 Hasta febrero de 2023, solo 13 países de América Latina y el Caribe habían presentado un PNACC ante la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (CMNUCC): Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Granada, Guatemala, Haití, Paraguay, Perú, San Vicente y las Granadinas, 
Santa Lucía, Surinam y Uruguay.

6 Ejemplos positivos son las CDN de Paraguay y Uruguay, que resaltan el papel del sector agropecuario (principal emisor) en su estrategia de mitigación. 

Las estimaciones disponibles de necesidades futuras de 
financiamiento están sujetas a un alto grado de incerti-
dumbre, aunque todas coinciden en que el esfuerzo de 
inversión requerido será enorme. Una de las prioridades 
de política debería ser mejorar el conocimiento sobre 
las necesidades de financiamiento, especialmente de 
requerimientos de apoyo financiero internacional. 

El desfase en el avance de las políticas 
climáticas entre el mundo desarrollado y 
otras regiones podría generar tensiones en el 
comercio internacional. Dos casos concretos 
son el mecanismo de ajuste en frontera de la 
Unión Europea y los estándares en productos 
para que sean libres de deforestación. 

Los países desarrollados suelen tener precios al car-
bono más altos por lo que podrían introducir aranceles 
o restricciones a las importaciones para contrarrestar 
las consecuencias de esas diferencias de precios en la 
competitividad de sus empresas y evitar que las emisio-
nes se desplacen a países con políticas ambientales más 
laxas (Blanchard et al., 2022). El Mecanismo de Ajuste en 
la Frontera de Carbono (CBAM, por sus siglas en inglés), 
de reciente aprobación en la Unión Europea (UE), estipula 
el pago de un monto por la importación de bienes a la 
UE equivalente al que tendría que haberse pagado por 
emisiones de GEI si esos bienes se hubiesen producido en 
sus países miembro. El mecanismo, que entrará en vigor en 
2026, abarca una lista acotada de sectores: acero, aluminio, 
fertilizantes, electricidad y cemento, por lo que la exposi-
ción de América Latina y el Caribe será inicialmente baja. 

Esta no es la única instancia en la cual las políticas 
medioambientales de los países desarrollados pueden 
influir en el comercio internacional. A principios de 2023, 
la UE promulgó una regulación, llamada Deforestation-
Free Products, que prohíbe la importación de productos 
agropecuarios y forestales que provengan de áreas 
deforestadas. Los productos incluidos son el aceite de 
palma, el ganado, la soja, el café, el cacao, la madera, 
el caucho y los derivados de esos productos (Comisión 
Europea, 2022). En este caso, los sectores afectados 
son importantes para los países de la región.
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Prioridades de política

América Latina y el Caribe aún no ha superado los desa-
fíos del bajo crecimiento económico y la alta desigual-
dad. A estos retos pendientes se suman las necesidades 
de adaptarse al cambio climático, mitigar las emisiones y 
preservar la biodiversidad y el capital natural de la región. 
Existen fuertes tensiones entre estos nuevos y viejos re-
tos, ya sea porque los escasos recursos deben repartirse 
entre crecientes necesidades, porque las necesidades 
de inversión son formidables o porque los avances en 
una dimensión implican retrocesos en otras. A su vez, al-
gunas intervenciones pueden aprovechar sinergias que 
permitan avances simultáneos en distintos frentes. 

La respuesta más adecuada a estos desafíos puede 
variar entre países. No existe una receta única. Cada 

país deberá asignar sus inversiones y esfuerzos en 
adaptación, mitigación y conservación tomando 
en cuenta estas tensiones. En la consecución del 
portafolio de políticas más adecuado, se deberán 
ponderar los costos y beneficios de las distintas al-
ternativas (no solo estáticos, sino también desde una 
perspectiva dinámica), la viabilidad política de las ac-
ciones y los impactos sobre crecimiento y equidad. 
A continuación, se organiza un menú de políticas 
en torno a los objetivos de adaptación, mitigación, 
preservación del capital natural, fortalecimiento de 
la coordinación regional y aprovechamiento de las 
oportunidades de la transición. Dada la interrelación 
entre los retos que las motivan, las políticas pueden 
contribuir a más de un objetivo.

Priorizar las políticas de adaptación debe figurar en el tope de la agenda 
en América Latina y el Caribe, dada la alta exposición y vulnerabilidad frente  
a las amenazas climáticas y las sinergias positivas que esas políticas tienen  
con los componentes de crecimiento económico e inclusión social. 

La urgencia de la adaptación se justifica aún más si se 
considera que el cambio climático puede exacerbar 
las inequidades existentes en una región ya muy des-
igual. Esto se debe a que la vulnerabilidad socioeco-
nómica se traduce en vulnerabilidad climática, gene-
rando un círculo que puede convertirse en vicioso si 
no se rompe con las medidas de adaptación necesa-
rias. La vulnerabilidad puede ser particularmente alta 
en algunos grupos socioeconómicos y demográficos, 
como las mujeres, los niños y los ancianos, las mino-
rías étnicas y religiosas o las comunidades indígenas.

En ausencia de medidas de adaptación, el cambio cli-
mático podría hacer que entre 2,4 millones y 5,8 millo-
nes de personas de América Latina y el Caribe caigan 
en la pobreza extrema para 2030 (Jafino et al., 2020). 
En este sentido, focalizar las políticas de adaptación 
en la población más vulnerable, que ha contribuido 
poco a generar el calentamiento global es, además, 
un objetivo de justicia climática. 

Los hogares, los agricultores y las empresas pueden 
adoptar diversas medidas de adaptación frente al 
cambio climático, como la gestión del riesgo climático 

a través de productos financieros o el aumento de la 
resiliencia mediante la adopción de tecnología y la 
innovación. Por las fallas del mercado mencionadas 
antes, estas medidas no son suficientes para mitigar 
por completo los efectos del cambio climático, por lo 
que las políticas de adaptación pueden tener impor-
tantes ganancias de bienestar (Kala et al., 2023).

La adaptación climática puede tener sinergias positi-
vas con la inclusión social y con el crecimiento econó-
mico. Esto se debe a que permite evitar pérdidas; por 
ejemplo, una alerta temprana ante una ola de calor 
puede salvar vidas. Además, tiene beneficios eco-
nómicos debido a la reducción de los riesgos —por 
ejemplo, construir infraestructura para prevenir inun-
daciones aumenta el valor de la tierra inundable— o 
a la innovación tecnológica —por ejemplo, introducir 
el riego por goteo para enfrentar la escasez de agua 
a la vez mejora la productividad agrícola—. También 
pueden existir beneficios sociales y ambientales; por 
ejemplo, debido a la protección de recursos naturales 
que proveen valiosos servicios ecosistémicos (Global 
Commission on Adaptation, 2019). 
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Para atender las necesidades de adaptación en 
la región, destacan cinco grupos de políticas:

 ⚫ Prácticas de agricultura sostenible. Estas son al-
ternativas costoefectivas; es decir, permiten lograr 
el resultado buscado, al menor costo posible, ante 
el aumento de las temperaturas, la mayor aridez y 
el cambio en el patrón de las precipitaciones. Un 
ejemplo de la aplicación de esta estrategia es la 
introducción de prácticas y tecnologías de agri-
cultura climáticamente inteligente para pequeños 
agricultores en el corredor seco de Guatemala 
(Sain et al., 2017). Dentro de estas, las más adopta-
das son la labranza de conservación (que incluye la 
siembra directa), la agrosilvicultura, la rotación de 
cultivos y la adopción de cultivos resistentes al es-
trés hídrico, a las altas temperaturas y a las pestes. 

A pesar de ser rentables desde el punto de vista 
privado, hay elementos que limitan su adopción 
en la región, como la escasez de financiamiento 
(algunas de estas prácticas tienen un período de 
repago corto, pero otras requieren más tiempo) y 
la falta de información sobre su rentabilidad. 

 ⚫ SBN. Este tipo de estrategia de adaptación, que 
también suelen ser estrategias costoefectivas, 
incluye acciones tan variadas como la restau-
ración y conservación de coberturas naturales 
(bosques, manglares, pastizales y humedales), la 
recuperación de ecosistemas ribereños y mari-
no-costeros, las prácticas de agricultura soste-
nible y el desarrollo de espacios verdes urbanos. 
Además de favorecer la adaptación frente a ries-
gos específicos, las SBN suelen tener múltiples 
beneficios, incluyendo la mitigación a través de la 
captura de carbono, el aumento de la productivi-
dad agrícola, la purificación del aire o del agua, la 
recuperación de los suelos y la conservación de la 
biodiversidad. 

La región es, junto con África, la que tiene la 
mayor proporción de iniciativas de adaptación 
basadas en la naturaleza, aunque la evidencia 
indicaría que hay margen para incrementar su uso 
(Berrang-Ford et al., 2021; Browder et al., 2019). 

 ⚫ Inversiones en infraestructura de adaptación. 
Estas políticas incluyen el aumento de la resiliencia 
de la infraestructura existente. Aquí se destaca la 

infraestructura para el manejo de los recursos hí-
dricos, tanto con fines agrícolas como de consumo 
doméstico, y para la generación hidroeléctrica. A 
modo de ejemplo, algunos países andinos han im-
plementado acciones para enfrentar la menor dis-
ponibilidad de agua dulce resultante del retroceso 
de los glaciares, como la construcción de infraes-
tructura de almacenamiento y manejo eficiente del 
agua en Chile, Ecuador y Perú (Rasul et al., 2020). 
Estos esfuerzos suelen estar complementados por 
la generación de capacidades de supervisión del 
recurso, como hicieron Colombia, Ecuador y Perú 
mediante la integración de una red mundial de 
monitoreo de glaciares (Rasul et al., 2020).

En los países del Caribe se destaca la construc-
ción de infraestructura para atender los riesgos 
vinculados a los eventos meteorológicos extremos, 
como las inundaciones provocadas por marejadas 
asociadas a ciclones y el aumento del nivel del mar. 
Algunos ejemplos son la construcción de maleco-
nes para prevenir la erosión del litoral a lo largo de 
la costa suroeste de Barbados y las inundaciones 
graves en Georgetown, Guyana (Mycoo, 2018). 

 ⚫ Políticas para el manejo de riesgo de desastres. 
Entre ellas se encuentran los sistemas de alerta 
temprana y otros mecanismos de provisión de in-
formación, una de las opciones de adaptación más 
costoefectivas (Global Commission on Adaptation, 
2019). Iniciativas de este tipo se han puesto en 
marcha en los países del Caribe, incluyendo siste-
mas de alerta temprana, la cartografía de riesgos 
y la zonificación del uso del suelo (Mycoo, 2018). 
En este grupo también se encuentran los fondos 
para la rehabilitación de la infraestructura afectada 
por eventos extremos. Un caso emblemático en la 
región es el fondo indexado para catástrofes de Mé-
xico, que ha permitido que la actividad económica 
en los municipios afectados por desastres naturales 
se recupere más rápidamente (Del Valle et al., 2020).

 ⚫ Medidas regulatorias, que pueden aplicarse 
en actividades y sectores muy diversos, como el 
turismo (por ejemplo, la restricción del desarrollo 
turístico en zonas de riesgo medioambiental o la 
promoción del turismo sustentable), la construc-
ción (por ejemplo, la certificación de edificaciones 
sustentables) o la planificación urbana (como la 
introducción de criterios de adaptación en la regu-
lación de uso del suelo).
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Por último, es necesario destacar que, además del 
financiamiento, la agenda de adaptación de la región 
se enfrenta con desafíos como la falta de una mé-
trica que permita valorar los avances y la necesidad 
de generar mayor evidencia sistemática sobre los 

esfuerzos de adaptación implementados en la región 
y sobre la efectividad de esas iniciativas. Además, es 
necesario fortalecer las capacidades del sector públi-
co para la elaboración de diagnósticos de riesgos, el 
diseño y la implementación de las políticas. 

Contribuir a la mitigación global frenando la deforestación, modificando  
las prácticas agropecuarias e impulsando la transición energética.

Para cumplir con las metas del Acuerdo de París 
de reducción de emisiones, todos los países deben 
colaborar con los esfuerzos de mitigación. En la 
región, hay dos márgenes directos de acción. El 
principal es frenar la deforestación y reducir las 
emisiones del sector agropecuario. Para esto, es 
fundamental tanto establecer políticas dirigidas 
directamente a preservar los ecosistemas (destaca-
das más abajo) como aumentar la productividad y 
la sostenibilidad de las prácticas del sector agro-
pecuario. Esto último puede lograrse con políticas 
como las mencionadas en el apartado anterior para 
el sector agropecuario que, además de favorecer 
la adaptación, permiten reducir las emisiones y 
aumentar la productividad. 

El segundo margen es la transición energética. Esta 
consiste en la sustitución del uso de combustibles 
fósiles por el de fuentes renovables de energía. El 
avance de este proceso en el mundo ha permitido 
que los costos y la factibilidad tecnológica de las 
principales fuentes de energía renovable y de los 
bienes que utilizan electricidad para funcionar y se 
hayan equiparado (o se espera que lo hagan en los 
próximos años) con los de las energías fósiles. 

No obstante, los desafíos de la transición energé-
tica en la región siguen siendo formidables (Cont 
et al., 2022; Hancevic, Pedro I. et al., 2023). La 
adopción a gran escala de las fuentes renovables 
requiere de grandes inversiones de capital y de 
resolver retos de transmisión e intermitencia. La 
reducción del uso de carbón y petróleo supondrá 
importantes desafíos para la producción, la inver-
sión, el empleo, los ingresos fiscales, las cuentas 
externas y los stocks de riqueza de las economías 
de la región. Estos retos no estarán distribuidos 
uniformemente entre las distintas economías, sino 
que dependerán de la disponibilidad de reservas 

fósiles y de la matriz energética de cada país. Por lo 
tanto, los países deben avanzar a su propio ritmo, 
considerando un menú de alternativas de política 
que reduzcan emisiones, pero sin descuidar sus 
impactos sobre otros objetivos de desarrollo. Dicho 
esto, hay ciertas políticas que pueden ser relevan-
tes para la mayoría de los países de la región.

América Latina y el Caribe tiene importantes 
ventajas geográficas para el desarrollo  
de las energías renovables. 

La geografía de la región brinda importantes ventajas 
competitivas para la generación de electricidad a par-
tir de energía solar y eólica. En la zona de la Puna (que 
abarca territorios de Argentina, Bolivia, Chile y Perú) 
se encuentra el área con el mayor potencial práctico 
de energía fotovoltaica del mundo. Asimismo, la utili-
zación de fuentes de energía solar y eólica a pequeña 
escala puede ser una forma costoefectiva de alcanzar 
regiones aisladas en la extensa geografía de la región.

Los precios al carbono se consideran la política 
más eficiente para reducir emisiones. 

La mayor eficiencia de este mecanismo se debe a 
que crea un incentivo financiero a los agentes para 
que reduzcan sus emisiones al menor costo posible, 
tanto a través de la reducción del consumo de com-
bustibles fósiles como del desarrollo de tecnologías 
más limpias. 

Este instrumento se puede implementar ya sea como 
un impuesto o mediante un sistema de comercio de 
emisiones (SCE). Ambas alternativas aumentan el 
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precio relativo de los bienes y servicios intensivos 
en emisiones, disminuyendo su consumo. Si bien los 
precios al carbono se enfocan en la práctica casi de 
manera exclusiva en los combustibles fósiles (con 
la excepción de Nueva Zelanda), en principio estos 
pueden abarcar todas las fuentes de emisión de GEI, 
lo que permitiría la reducción de emisiones por parte 
del sector agropecuario e indirectamente desincenti-
varía la expansión agrícola, reduciendo las emisiones 
del UTCUTS (Blanchard et al. 2022). 

En la región, hay cinco países que han establecido 
impuestos a los combustibles fósiles (con distintos ni-
veles de alcance): Argentina, Chile, Colombia, México 
y Uruguay. También hay impuestos estatales en tres 
jurisdicciones mexicanas: Baja California, Tamaulipas 
y Zacatecas. Además, hay un SCE en fase de prueba: 
el Sistema de Comercio de Emisiones de México. La 
efectividad de estos esquemas ha sido limitada, en 
parte, porque no generan aumentos significativos en 
los precios de los combustibles (de modo que tampo-
co afectan demasiado los patrones de consumo). 

Otra prioridad debería ser la reducción 
o eliminación de los subsidios al uso de 
combustibles fósiles. 

En varios países de la región existen subsidios direc-
tos o indirectos al uso de combustibles fósiles, cuyo 
monto alcanzó el 1 % del PIB en 2020. Estas ayudas 
frecuentemente operan a través de reducciones en el 
costo del transporte público o de las tarifas de servi-
cios públicos. 

Una desventaja de los precios al carbono y la elimi-
nación de subsidios es su impacto distributivo. Los 
hogares con menos ingresos dedican una proporción 
mayor de sus ingresos a energía y transporte público. 
Por esto, la aplicación de estas políticas requiere de 
la introducción de mecanismos de redistribución que 
compensen su impacto regresivo (Blanchard et al., 
2022; Metcalf, 2007; Stavins, 2020).

Preservar y regenerar la riqueza extraordinaria de ecosistemas y biodiversidad  
de la región.

La conservación de los ecosistemas y la biodi-
versidad de la región genera importantes benefi-
cios de escala global. Sin embargo, los mayores 
beneficios de esta agenda son de alcance nacio-
nal y local, por su importancia para el crecimiento 
económico sostenible y la inclusión social. El uso 
sostenible de los ecosistemas requiere tanto de 
políticas dirigidas específicamente a este pro-
pósito, como de políticas sectoriales (si bien no 
siempre hay una distinción clara). Las políticas 
con objetivos de preservación y regeneración se 
pueden clasificar entre aquellas de comando y 
control (o de regulación) y las que se basan en 
mecanismos de mercado. 

Entre las políticas de comando y control destacan: 

 ⚫ Las áreas protegidas (AP) son una de las políti-
cas de conservación más usadas. Actualmente, 
las AP cubren el 22 % de la superficie terrestre 
de la región y de sus aguas marinas, aunque 
con una gran heterogeneidad entre países 

(gráfico 11). La meta 3 del Marco Mundial de 
Biodiversidad se propone elevar al menos un 
30 % la protección de los ecosistemas terres-
tres, marinos y de agua dulce del planeta para 
el año 2030. La evidencia indica que las AP pue-
den ayudar a reducir la deforestación, pero su 
impacto varía según el contexto (Rico-Straffon 
et al., 2022; Tanner y Ratzke, 2022). Dos fac-
tores condicionan la eficacia de esta política. 
Primero, muchas AP están ubicadas en zonas 
aisladas, no sujetas a riesgo de deforestación, 
probablemente porque hay menos oposición 
a su establecimiento. Segundo, es escasa la 
capacidad institucional para brindar una pro-
tección efectiva a aquellas AP que sí se encuen-
tran en zonas con presión humana.
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Gráfico 11  
Áreas protegidas en países de América Latina y el Caribe 
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Nota: El gráfico muestra la proporción de áreas protegidas en 1990 (círculos) y en 2022 (barras) con respecto al total de la superficie de cada país. Se toma 
como superficie marítima las zonas económicas exclusivas y se incluyen todas las AP con designación de tipo nacional de la base de Protected Planet. 
Fuente: Elaboración propia con base en datos georreferenciados de Protected Planet (PNUMA-CMVC y UICN, 2022) y datos de zonas económicas 
exclusivas de Flanders Maritime Institute (2019).
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 ⚫ La coadministración de recursos naturales de 
propiedad pública con comunidades locales y 
otros actores clave son una alternativa para apro-
vechar sinergias entre los objetivos de conserva-
ción y desarrollo local. La asignación de dere-
chos suele hacerse a comunidades o colectivos 
(aunque también se pueden dar concesiones al 
sector privado) y estar condicionada a la adopción 
de prácticas sostenibles en el uso de los recursos. 
Ejemplos de coadministración son las AP de usos 
múltiples, concesiones comunitarias como las zo-
nas exclusivas de pesca artesanal y los territorios 
de pueblos originarios o de origen afroamericano 
en países como Bolivia, Brasil y Colombia. 

Entre las políticas basadas en mecanismos de mer-
cado están:

 ⚫ Los pagos por servicios ecosistémicos (PSE) 
son una herramienta para compensar a las perso-
nas y comunidades que, a través de sus acciones 
de conservación y regeneración, contribuyen a la 
provisión de dichos servicios. La región es líder en 
PSE, con la implementación de más de 250 pro-
gramas. Costa Rica y México fueron pioneros en el 
desarrollo de programas nacionales de PSE —con 
el Programa por Pago de Servicios Ambientales 

(PPSA) y el Pago por Servicios Ambientales Hídri-
cos (PSAH), respectivamente. La mayoría de los 
programas de PSE en la región buscan cumplir 
sus objetivos a través de pagos por la conserva-
ción y regeneración de bosques, aunque, de ma-
nera reciente, se han iniciado también programas 
enfocados en paisajes agropecuarios. La eviden-
cia muestra que los PSE pueden ser efectivos 
siempre y cuando estén diseñados para garantizar 
el principio de adicionalidad, esto es, que el flujo 
de servicios ecosistémicos sea mayor que el que 
prevalecería en ausencia del esquema. 

 ⚫ Los acuerdos de la industria son instrumentos 
en los cuales las empresas se comprometen a no 
comprar productos o servicios de proveedores 
que incumplen con salvaguardas ambientales. La 
moratoria de la soja en Brasil es un ejemplo exito-
so de este tipo de iniciativas. 

 ⚫ Las ecocertificaciones buscan brindar informa-
ción a los consumidores sobre el impacto ambien-
tal de determinados bienes o productos. La región 
es líder en la adopción de ecocertificaciones, 
principalmente para productos como el plátano, el 
café y el cacao. Sin embargo, la evidencia acerca 
de su efectividad es aún limitada.

Fortalecer la coordinación regional para afrontar las negociaciones 
internacionales en materia de cambio climático y biodiversidad.

Los países de América Latina y el Caribe pueden 
beneficiarse considerablemente de una mayor coor-
dinación regional. Para ello, deberían consensuar 
una posición común que reconozca la superposición 
de ambas agendas y las necesidades y fortalezas de 
la región. 

El financiamiento climático es central para 
alinear a las partes y encontrar un equilibrio 
entre la necesidad de un esfuerzo de mitigación 
mundial y las demandas de justicia climática.

La información disponible indica que el financiamien-
to internacional ha sido hasta el momento insuficien-
te y que las necesidades a futuro serán enormes, 

aunque las estimaciones están sujetas a un alto grado 
de incertidumbre.

La discusión sobre los desafíos del financiamiento se 
extiende a cuáles son los instrumentos que se utilizan 
y los proyectos a los cuales se destina. En cuanto a 
los instrumentos, más del 70 % de los recursos públi-
cos movilizados desde los países ricos a los países 
en desarrollo toman la forma de préstamos y solo una 
cuarta parte son transferencias no reembolsables 
(OCDE, 2022). Los países en desarrollo tienen razones 
para exigir más recursos en la forma de transferen-
cias no reembolsables y créditos concesionales. Una 
alternativa es centralizar y canalizar los aportes de los 
países industrializados a través de fondos multilatera-
les climáticos. 
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En relación con los proyectos a los que se destinan, 
hay un desencuentro entre los requerimientos de los 
países en desarrollo de invertir en adaptación y los 
incentivos de los países industrializados a financiar 
la mitigación. Casi todo el financiamiento climático 
actual se destina a proyectos de mitigación, con 
menos del 10 % dedicado a adaptación (Naran et al., 
2022). Esto está asociado a la predominancia de los 
créditos y a la rentabilidad financiera de los proyec-
tos: las inversiones de adaptación, a diferencia de las 
de mitigación, no generan en muchos casos flujos de 
ingresos directos que sirvan para pagar préstamos. 

Una alternativa al enfoque actual de financiamiento 
de proyectos específicos sería que los países en de-
sarrollo plantearan objetivos de mitigación a cambio 
de recibir una cantidad definida de recursos que no 
se limite a costear la implementación de la mitiga-
ción, sino que tenga incorporado un componente de 
compensación (que el país receptor podría usar, entre 
otras cosas, para inversiones de adaptación). 

Los mercados de créditos de carbono son una 
herramienta para financiar la conservación y 
regeneración de los ecosistemas de la región. 

Las compensaciones son una herramienta que da fle-
xibilidad para reducir emisiones de manera eficiente. 
Estos esquemas permiten que algunas actividades 
continúen generando GEI a cambio de que se retire 
un volumen equivalente de emisiones por otra vía. 
Las transacciones en los mercados de compensación 
están íntimamente ligadas al precio del carbono. 
Por ejemplo, México y Colombia tienen impuestos al 
uso de algunos tipos de combustibles fósiles, pero 
permiten a las empresas sustituir parcial o totalmente 
el pago del impuesto por la compra de créditos de 
carbono (García y García, 2023).

El aspecto fundamental de un mercado de compen-
saciones es la certificación de la adicionalidad de los 
proyectos y de los créditos generados. Se considera 
que unos créditos de carbono son adicionales si el 
dinero que genera su venta provoca una reducción de 
emisiones que no habría ocurrido sin esa transacción. 
De esa tarea depende que los créditos que se regis-
tren logren una mitigación real.

Determinar ex ante la adicionalidad de una inversión es 
una tarea compleja, en parte por razones técnicas y en 
parte por los incentivos a exagerar la importancia de los 
créditos tanto de los compradores como de los promo-
tores de los proyectos. Estos problemas se agudizan 
en el sector forestal, donde demostrar la adicionalidad 
es especialmente difícil y los proyectos sufren riesgos 
de permanencia y de fuga de carbono (las emisiones 
se desplazan en lugar de disminuir). Trabajar sobre la 
gobernanza de estos procesos debe ser la absoluta 
prioridad de cualquier mecanismo de compensaciones.

A pesar de las dificultades, para algunos países de 
América Latina y el Caribe podría ser muy valioso in-
vertir en desarrollar una gobernanza robusta en estos 
temas y promover la oferta de compensaciones del 
sector forestal, puesto que hay zonas donde se puede 
hacer mucho en términos de reforestación y con-
servación. Los créditos de compensación, a su vez, 
pueden jugar dos papeles distintos: si se integran a 
esquemas nacionales de precio de carbono (impues-
tos o SCE), permiten mayor flexibilidad y eficiencia 
para alcanzar los objetivos nacionales de mitigación; 
en cambio, si se venden en mercados internacionales, 
las compensaciones sirven para generar recursos 
monetarios. Independientemente de que se vendan 
interna o externamente, estos proyectos contribuyen 
a aumentar la cobertura boscosa, con sus correspon-
dientes beneficios ecosistémicos locales.

Aprovechar las oportunidades de la transición y contribuir a que el mundo 
disminuya sus emisiones. 

La transición energética a nivel global puede abrir 
oportunidades para explotar la dotación de recursos y 
las ventajas competitivas de la región.

El aprovechamiento de las grandes reservas de gas 
natural de varios países de la región permitiría reducir 
las emisiones (tanto de los países de América Latina 
y el Caribe como de otros) con respecto al consumo 
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actual de petróleo y carbón (los combustibles fósiles 
de mayor contaminación). Eventualmente, también se 
deberá reducir el uso de gas natural, pero su apro-
vechamiento puede brindar un valioso puente en el 
proceso de transición energética. La explotación del 
gas natural como combustible de transición puede 
tener también impactos positivos sobre los recursos 
fiscales y las exportaciones tanto de gas natural licua-
do como de electricidad generada con su utilización.

Adicionalmente, el aprovechamiento del potencial 
energético del gas y la explotación de fuentes de 
energía renovables permitirían el desarrollo de 
ventajas comparativas para la instalación de proce-
sos industriales intensivos en energía, facilitando la 
relocalización de las inversiones y la producción en 
América Latina y el Caribe. Eventualmente, el hidró-
geno basado en fuentes bajas en carbono podría ser 
otra alternativa para este propósito. Sin embargo, se 

requieren aún de mayores avances tecnológicos para 
hacer viable su uso comercial.

La explotación de minerales críticos que serán de-
mandados por los procesos de electrificación ofrece 
otra oportunidad relevante para la región. La explota-
ción de cobre, litio y otros minerales críticos, abun-
dantes en América Latina y el Caribe, para satisfacer 
el aumento de la demanda mundial, puede represen-
tar una importante fuente de recursos fiscales y divi-
sas. Esta explotación minera debe desarrollarse bajo 
condiciones que protejan el medio ambiente y que 
garanticen el beneficio de las comunidades locales.

Finalmente, la abundancia relativa de bosques y otras 
coberturas naturales en la región ofrece potencial 
para monetizar los esfuerzos de preservación de 
los recursos forestales, a través de mercados de 
compensación. 

Desafíos globales, soluciones regionales

El cambio climático y la pérdida de la biodiversidad 
son desafíos globales, que amenazan el bienestar de 
la humanidad y la continuidad de todas las formas 
de vida del planeta. Este reporte hace énfasis en 
tres mensajes de relevancia para toda la región en 
respuesta a estos desafíos: la importancia de la 
adaptación, la necesidad de contribuir a la mitigación 
y la urgencia de preservar el capital natural para el 
desarrollo sostenible. Las soluciones más adecuadas 

pueden variar entre regiones. Cada país deberá 
encontrar su portafolio de políticas ponderando los 
costos y beneficios de las distintas alternativas, la via-
bilidad política de las acciones y los impactos sobre 
la equidad y el crecimiento. En forma colectiva, los 
países de América Latina y el Caribe se pueden bene-
ficiar considerablemente de una intensa coordinación 
regional para garantizar que sus voces y preocupacio-
nes tengan eco en las negociaciones internacionales. 
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El clima del planeta está cambiando y la diversidad biológica 
está disminuyendo a un ritmo acelerado. Ambos fenómenos 
suponen importantes amenazas para la humanidad, pero son 
precisamente las actividades humanas las responsables de 
esta crisis. América Latina y el Caribe no es ajena a estos 
desafíos, que enfrenta desde una situación de fragilidad 
económica y social, caracterizada por un magro crecimiento 
económico, elevados niveles de pobreza y desigualdad y bajas 
capacidades institucionales, entre otros déficits de desarrollo.

Este Reporte de Economía y Desarrollo analiza los desafíos y 
oportunidades que el cambio climático y la conservación de la 
biodiversidad significan para América Latina y el Caribe. El 
reporte hace énfasis en tres mensajes de relevancia para toda 
la región en su respuesta a estos desafíos globales: la 
importancia de la adaptación, la necesidad de contribuir a la 
mitigación global y la urgencia de preservar el capital natural 
para el desarrollo sostenible. Las soluciones más adecuadas 
pueden variar entre regiones. Cada país deberá encontrar su 
portafolio de políticas ponderando los costos y beneficios de las 
distintas alternativas, la viabilidad política de las acciones y los 
impactos sobre la equidad y el crecimiento.
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